	Fecha
	29 de febrero de 1980
	Sesión número
	8-I

	Motivo: Amparo

	Recurrente: LUIS GUILLERMO HERRERA CASTRO

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y EL DIRECTOR DE LA GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que por sus actividades profesionales debe trasladarse con frecuencia en su vehículo acompañado de otras personas, todos fueron detenidos momentáneamente por la policía, cuyos miembros practicaron un registro del vehículo y del equipaje. Alega violación de los artículos 22 y 28 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que a fines del año pasado se produjo una huelga de grandes proporciones en las plantaciones bananeras de la Provincia de Limón, por lo que la Guardia Civil tuvo que desplazarse hasta allá para proteger a las personas y los bienes susceptibles de sufrir daños.   Agregan que la medida también tenía por objeto impedir el tráfico ilegal de armas, para evitar males mayores.  Que la Fuerza Pública actuó en ejercicio de potestades que la propia Constitución Política confía al Poder Ejecutivo para proteger a las personas y bienes, cuando se produce una situación anormal como lo fue este estado de huelga.

	Parte dispositiva
	Se declaran sin lugar ambos recursos. En cumplimiento con deberes legales y constitucionales, se practicó un registro en el vehículo del recurrente, y en general en todos los que por esa fecha transitaban por la carretera que conduce a Limón, y con el propósito de evitar el transporte de armas que afectara la seguridad pública de la citada Provincia, en razón del estado de huelga bananera que tenía desarrollo en esa época.  La Constitución Política en su artículo 140 inciso 6° manda como un deber del Poder Ejecutivo el mantenimiento del orden y de la tranquilidad nacional. 


N° 8
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE INTERINA celebrada a las nueve horas del día veintinueve de febrero de mil novecientos ochenta, con asistencia de los señores Magistrados Carvajal, Presidente; Fernández y Saborío.
Artículo II
Se entró a resolver sobre los recursos de Hábeas Corpus y de Amparo planteados por el doctor Luis Guillermo Herrera Castro, en escrito del quince de enero de este año, a los cuales se refiere el acuerdo de Corte Plena tomado en sesión extraordinaria del diecisiete del mismo mes, Artículo VI.  En esa ocasión se señaló que el doctor Herrera Castro impugnaba “el acuerdo, orden resolución o disposición emitidos por el Ministro de Seguridad Pública y el Director de la Guardia Civil”, y alegó que por sus actividades profesionales debe trasladarse con frecuencia en su vehículo acompañado de otras personas, todos fueron detenidos momentáneamente por la policía, cuyos miembros practicaron un registro del vehículo y del equipaje.

Solicitados los informes de ley, el licenciado Juan José Echeverría Brealey, Ministro de Seguridad Pública y el señor Fernando Muñoz Marín, Director General de la fuerza Pública, comunicaron que a fines del año pasado y principios del presente se produjo una huelga de grandes proporciones en las plantaciones bananeras de la Provincia de Limón, por lo que la Guardia Civil tuvo que desplazarse hasta allá para proteger a las personas y los bienes susceptibles de sufrir daños.   Agregan que la medida también tenía por objeto impedir el tráfico ilegal de armas, para evitar males mayores.  Concluyen manifestando que no se violó lo dispuesto por los artículos 22 y 28 de la Constitución Política, pues la Fuerza Pública actuó en ejercicio de potestades que la propia Constitución Política confía al Poder Ejecutivo para proteger a las personas y bienes, cuando se produce una situación anormal como lo fue este estado de huelga, por lo que piden que se rechacen los recursos.


Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar ambos recursos, por las siguientes razones:

PRIMERA: La violación de las garantías constitucionales referentes a la libertad individual y de libre tránsito en el territorio nacional, se protegen mediante el recurso de Hábeas Corpus. Resulta entonces que, cumpliendo con la resolución inicial que dio curso al presente recurso, los hechos en cuanto se alegan como violatorios del artículo 22 de la Constitución Política, deben resolverse y considerarse de acuerdo a las normas y principios propios del recurso presentado. Y en punto a la alegada violación del numeral 28 constitucional que comprende una de las garantías individuales que la Constitución otorga a los ciudadanos, la resolución debe darse de acuerdo con los principios, normas y doctrina propios del Recurso de Amparo.  
Garantiza el artículo 22 la libertad de tránsito en el territorio nacional. Los hechos que se indican como violatorios y que fueron aceptados tanto por el Ministerio de Seguridad Pública como por el Director de la Guardia Civil, desde ningún ángulo que se aprecien, violan la norma constitucional dicha.  En efecto, en cumplimiento con deberes legales y constitucionales, se practicó un registro en el vehículo del recurrente, y en general en todos los que por esa fecha transitaban por la carretera que conduce a Limón, y con el propósito de evitar el transporte de armas que afectara la seguridad pública de la citada Provincia, en razón del estado de huelga bananera que tenía desarrollo en esa época.  La actuación de las autoridades no solamente resulta lógica, sino además legal.  La Constitución Política en su artículo 140 inciso 6° manda como un deber del Poder Ejecutivo el mantenimiento del orden y de la tranquilidad nacional.  No otra cosa perseguía con la alegada actuación de las autoridades.  Las normas constitucionales deben apreciase en su conjunto y cumplimiento respetando los principios y deberes que la misma Constitución establece.  Todo ciudadano tiene la libertad de trasladarse a cualquier punto del territorio nacional, pero esa garantía en nada impide que el Poder Ejecutivo tome las medidas necesarias, como lo hizo en el caso que nos ocupa, para resguardar el orden público,  Así las cosas, la pretendida y alegada violación del artículo 22 de la Constitución no se ha producido, debiéndose por lo mismo declarar sin lugar el recurso de Hábeas Corpus.

SEGUNDO: Con la misma base fáctica se reclama como violado el artículo 28 de la Constitución.  Por las razones expuestas, en cuanto a la apreciación y aplicación de las normas constitucionales, el Amparo solicitado resulta improcedente.  Además, la actuación de las autoridades, en ningún momento se dirigió a inquietar al recurrente por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la Ley.  Se pretendió únicamente conforme ya se expuso, resguardar y garantizar el orden público de la ciudad de Limón. Procede en consecuencia declarar también sin lugar el recurso de Amparo. 

